Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
Resolución Nº   2157-2007-TC-S4

Sumilla:  
Las Bases Integradas constituyen las reglas de juego para el proceso de selección y es, en función de ellas, que debe realizarse la admisión y posterior evaluación de las propuestas, a efectos de garantizar el equilibrio armónico que debe existir entre los derechos de los postores y su connotación en función de las razones de bien común e interés general.
Lima, 06 de diciembre de 2007
VISTO en sesión de fecha 06 de diciembre de 2007 de la Cuarta Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente №  2824/2007.TC, sobre el recurso de apelación interpuesto por el postor SISTEMA DE CODIFICACIÓN S.A. contra el acto de otorgamiento de la Buena Pro del ítem Nº 4 a favor del postor  DUPLICACIÓN S.A.C., en el marco de la Adjudicación Directa Selectiva N.º 017-2007-INEI-CEP, convocada por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI); y atendiendo a los siguientes:

ANTECEDENTES:
1. Mediante publicación en el Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado (SEACE) de fecha 21 de agosto de 2007, el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), en adelante La Entidad, convocó la Adjudicación Directa Selectiva N.º 017-2007-INEI-CEP, para la adquisición de tintas y master para duplicadora, por un valor referencial total ascendente a S/. 84 836.95 nuevos soles, incluidos los impuestos de ley. El ítem convocado materia de cuestionamiento es el siguiente:    

	ITEM
	OBJETO
	CANTIDAD

(Unidad)
	VALOR REFERENCIAL

	4
	Master para duplicadora RISO RP 370
	104
	S/. 25 979.20 


2. El 05 de setiembre de 2007, el Comité Especial integró las Bases, registrándose dicho acto en el SEACE en la misma fecha. 

3. Con fecha 11 de setiembre de 2007, se llevó a cabo el acto privado de presentación y apertura de propuestas, oportunidad en la cual el Comité Especial a cargo del proceso verificó la presentación de ofertas para el ítem N.° 4 de los siguientes postores: SISTEMA DE CODIFICACIÓN S.A. (SISCODE S.A.) y DUPLICACIÓN S.A.C. 

4. El 13 de setiembre de 2007, se publicó en el SEACE, el cuadro comparativo de evaluación de propuestas y otorgamiento de la Buena Pro del ítem Nº 4, según el cual esta última fue adjudicada a favor del postor DUPLICACIÓN S.A.C. 
, al haber obtenido éste el máximo puntaje. 

5. Mediante escrito presentado el 25 de setiembre y subsanado el 11 de octubre de 2007, el postor SISTEMA DE CODIFICACIÓN S.A. (SISCODE S.A.), en adelante SISCODE, interpuso recurso de apelación contra el acto de otorgamiento de la Buena Pro del ítem Nº 4, a fin que se declare nulo dicho acto, debido a los siguientes fundamentos:

a) Las Bases no establecieron los límites mínimos y máximos del valor referencial, conforme a lo dispuesto en la normativa de la materia.

b) Del mismo modo, alegó que si bien en el Anexo 10-Formato de Propuesta Económica de las Bases no se precisó que los postores debían incluir el detalle de los precios unitarios de los bienes ofertados, no resulta menos cierto que los postores debían consignar dicha información en sus propuestas, de acuerdo a lo previsto en la normativa de la materia. Por lo tanto, concluyó que el postor adjudicatario de la Buena Pro debió ser descalificado, toda vez que no indicó en su oferta económica el precio unitario del ítem materia de cuestionamiento. 

6. Mediante decreto de fecha 12 de setiembre de 2007 se admitió a trámite el recurso de apelación y se dispuso se notifique a La Entidad para que remita los antecedentes administrativos relativos a la impugnación incoada. 

7. Mediante Oficio N.º 321-2007-INEI/OTA, de fecha 19 de octubre de 2007, La Entidad solicitó un plazo ampliatorio a efectos de remitir los antecedentes administrativos.

8. Mediante Oficio N.º 329-2007-INEI/OTA, de fecha 26 de octubre de 2007, La Entidad remitió los antecedentes administrativos solicitados por este Colegiado. En su Informe N.° 044-2007INEI/OTAJ de fecha 25 de octubre de 2007, concluyó que el postor DUPLICACIÓN no ofertó el precio unitario por ítem de acuerdo al sistema de contratación establecido en las Bases. Asimismo, agregó que en las Bases se omitió consignar los topes mínimos y máximos del valor referencial, conforme a lo indicado en la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado. 
9. Mediante decreto de fecha 29 de octubre de 2007, se remitió el expediente a la Cuarta Sala del Tribunal.

10. Con escrito presentado el 30 de octubre de 2007, DUPLICACIÓN S.A.C., en lo sucesivo DUPLICACIÓN, se apersonó a la instancia en calidad de tercero administrado, manifestando los siguientes argumentos:

a) Conforme a lo dispuesto en la normativa de la materia, el presente proceso debió ser convocado bajo el sistema de suma alzada y no considerándose el de precios unitarios, toda vez que las cantidades y las especificaciones de los bienes objeto de convocatoria se encontraban determinados previamente. En ese sentido, señaló que con anterioridad a este procedimiento el Tribunal del CONSUCODE emitió la Resolución N.° 818/2006.TC-SU en la cual se pronunció sobre la materia en controversia en el sentido indicado.

b) Por lo tanto, concluyó que su propuesta económica es válida para los efectos de evaluación, asignación de puntaje y otorgamiento de la Buena Pro del citado ítem, por lo que se debe confirmar ésta a su favor. 

11. Mediante decreto de fecha 13 de noviembre de 2007, se citó a las partes para la realización de la audiencia pública el 28 del mismo mes y año. Sin embargo, en la fecha indicada no se llevó a cabo dicha audiencia, debido a la inasistencia de las partes, a pesar de haber sido debidamente notificadas, según constancias que obran en autos. 

FUNDAMENTACIÓN:

1.   Es materia del presente procedimiento, el recurso de apelación formulado por SISCODE contra el acto de otorgamiento de la Buena Pro del ítem N.º 4, a fin que se declare nulo dicho acto, en el marco de la Adjudicación Directa Selectiva N.º 017-2007-INEI-CEP, convocada para adquirir tintas y master para duplicadora.      

2.   Conforme con los antecedentes expuestos, se observa que el asunto materia de controversia propuesto por SISCODE consiste en determinar si la propuesta económica presentada por el postor DUPLICACION se sujetó a las disposiciones contenidas en las Bases Integradas y la normativa que rige la contratación estatal.

3.    En el caso que nos ocupa, a fin de emitir un pronunciamiento respecto del asunto controvertido, resulta pertinente reseñar el extremo de las Bases Integradas que tiene relación con el tema materia de análisis.

Sobre el particular, el numeral 4 de las Bases Integradas indica que el proceso de selección bajo análisis fue convocado bajo el sistema de precios unitarios, con fuentes de financiamiento Recursos Ordinarios, Recursos Directamente Recaudados y Donaciones y Transferencias – Según Meta que corresponda.

4. Por su parte, el numeral 10.3 -Contenido Sobre Nº 02: Propuesta Económica- de las Bases Integradas contiene la siguiente disposición:

	Carta de la Propuesta Económica suscrita por el postor o su representante legal, en la cual deberá consignar, el monto total y el precio unitario del bien materia del presente proceso. La propuesta deberá expresarse en moneda nacional, hasta con dos (2) decimales (incluido el IGV y todo concepto que incida en el costo de los bienes). Según modelo de Anexo N° 10.




5. Sobre el particular, el artículo 56 del Reglamento establece que en el sistema de precios unitarios, tarifas o porcentajes, el postor formula su propuesta ofertando precios unitarios, tarifas o porcentajes en función de las partidas o cantidades referenciales contenidas en las Bases, y que se valorizan en relación a su ejecución real, así como por un determinado plazo de ejecución, y en el caso de obras se ofertará considerando los precios unitarios de las partidas contenidas en las Bases, las condiciones previstas en los planos y las especificaciones técnicas, así como las cantidades referenciales.

6. Asimismo, el penúltimo párrafo del artículo 120 del Reglamento prescribe que las propuestas económicas deberán incluir todos los tributos, seguros, transportes, inspecciones, pruebas y de ser el caso, los costos laborales conforme a la legislación vigente, así como cualquier otro concepto que pueda tener incidencia sobre el costo del bien, servicio u obra a adquirir o contratar (El subrayado es nuestro).

7. Además, el artículo 130 del Reglamento prescribe que en caso de los procesos de selección convocados bajo el sistema de precios unitarios o tarifas, el Comité Especial deberá verificar las operaciones aritméticas de la propuesta que obtuvo el mayor puntaje y, de existir alguna incorrección, deberá descalificarla, procediendo a realizar la misma verificación de la propuesta que sigue en el orden de prelación.

8. De la lectura de los dispositivos legales antes referidos se advierte, entre otras, que es facultad exclusiva de la Entidad la determinación del sistema de contratación, atendiendo a sus propias necesidades y los criterios establecidos en el artículo 56 del Reglamento. Asimismo, el artículo 120 del mismo cuerpo legal determina que las propuestas económicas deberán incluir todos aquellos conceptos que tengan incidencia sobre el bien, servicio u obra a ejecutar, los cuales deberán ser formulados acorde a la legislación vigente de ser el caso.

9. Siguiendo esta línea argumental, corresponde que este Colegiado proceda al análisis de la oferta económica presentada por el postor DUPLICACIÓN, con el objeto de determinar si, efectivamente, cumplió con la exigencia descrita en las Bases Integradas. 

Sobre el particular, a folios 2 de su propuesta económica, el postor DUPLICACIÓN adjuntó su oferta económica para el ítem Nº 4, de acuerdo al siguiente detalle:

	(…)

De acuerdo a la convocatoria de la referencia y a toda la información contenida en los documentos del presente proceso de selección para la adquisición de TINTAS Y MASTER PARA DUPLICADORA, el suscrito representante del postor DUPLICACION SAC ofrece suministrar todos los bienes de acuerdo a las Bases Administrativas y Especificaciones Técnicas:

La propuesta económica es la siguiente:

Ítem

Descripción del producto

Cantidad

Monto Total S/.

4

Master para duplicadora Riso RZ370

104

18 185.44




10. De la revisión de la oferta económica presentada por el postor DUPLICACIÓN, se aprecia que éste no cumplió con consignar el precio unitario de los bienes ofertados. Por tal razón, este Colegiado considera que corresponde descalificar al postor DUPLICACIÓN, toda vez que no cumplió con acreditar las exigencias previstas en las Bases Integradas.
11. A mayor abundamiento, debe tenerse en cuenta que, de acuerdo a lo establecido en los artículos 120 y 130 del Reglamento, se impone a los postores el deber de formular sus propuestas válidas dentro de los parámetros consignados, lo cual no exime el cumplimiento de la normativa aplicable a alguno de los tributos o conceptos que tienen incidencia en la determinación de su propuesta.

12. Por las consideraciones expuestas, el recurso de apelación deviene fundado y, por su efecto, corresponde descalificar al postor DUPLICACIÓN, debiéndose adjudicar la totalidad de la buena pro del ítem Nº 4 al postor SISTEMAS DE CODIFICACIÓN S.A., de conformidad con lo establecido en el numeral 2) del artículo 163 del Reglamento.

13.    Finalmente, con relación a que el Comité Especial obvió consignar en las Bases los topes mínimos y máximos del valor referencial, conforme a lo indicado en la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, cabe señalar que si bien el artículo 54 del Reglamento dispone que en las Bases de los procesos de selección deberá consignarse el valor referencial, indicándose los montos mínimos y máximos admisibles establecidos en el artículo 33 de La Ley, la omisión de dicho órgano de consignar los límites del valor referencial no ha alterado el resultado del proceso, máxime si se tiene en cuenta que las normas legales son de público conocimiento desde su publicación en el diario oficial “El Peruano”.
14.   En atención a que el principio de economía que rige el procedimiento administrativo se dirige a evitar la realización de trámites innecesarios, producir actos ya efectuados, retrotraer actuaciones procesales y a propiciar, entre otros, la conservación de actos, que en el caso en concreto, si bien constituye un vicio no haber consignado en las Bases la acotada información, debe tenerse en cuenta que, ello no ha afectado el normal desenvolvimiento del proceso de selección ni la concurrencia de postores.
Por tanto, corresponde asegurar la continuidad del presente proceso, sin perjuicio de comunicar los hechos expuestos precedentemente al Órgano de Control Institucional de La Entidad, a fin de que adopte las medidas pertinentes.
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe de la Vocal Ponente Dra. Wina Isasi Berrospi y la intervención de los Vocales Dr. Oscar Luna Milla y el Dr. Juan Carlos Mejía Cornejo, atendiendo a la conformación de la Cuarta Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución Nº 279-2007-CONSUCODE/PRE, publicada el 25 de mayo de 2007, y en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, el artículo 163 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo Nº 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por mayoría,
LA SALA RESUELVE:
1. Declarar  fundado el recurso de apelación formulado por el postor SISTEMA DE CODIFICACIÓN S.A. (SISCODE S.A.) y, por ende, revocar el otorgamiento de la Buena Pro del ítem N.° 4 a favor de DUPLICACIÓN, respecto de la Adjudicación Directa Selectiva N.° 017-2007-INEI-CEP, convocada para adquirir tintas y master para duplicadora, por los fundamentos expuestos. 

2. Devolver la garantía otorgada por el postor SISTEMA DE CODIFICACIÓN S.A. (SISCODE S.A.) en favor del Consejo de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), para la interposición del recurso de apelación materia de decisión.      

3. Poner en conocimiento del Órgano de Control Institucional de La Entidad los hechos analizados en la presente Resolución, para que en uso de sus atribuciones, adopte las medidas correctivas pertinentes, para que en lo sucesivo no se cometan tales irregularidades.

4. Devolver los antecedentes administrativos a La Entidad, los cuales deberán ser recabados en la mesa de partes del Tribunal dentro del plazo de 30 días calendario de notificada la presente Resolución.

5. Dar por agotada la vía administrativa.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE







              VOCAL


Luna Milla

Mejía Cornejo.

VOTO EN DISCORDIA DEL VOCAL DRA WINA ISASI BERROSPI
         La vocal que suscribe discrepa respetuosamente de la decisión de la mayoría y sustenta el presente voto en singular en las siguientes consideraciones:

1. Es materia del presente procedimiento, el recurso de apelación formulado por SISCODE contra el acto de otorgamiento de la Buena Pro del ítem N.º 4, a fin que se declare nulo dicho acto, en el marco de la Adjudicación Directa Selectiva N.º 017-2007-INEI-CEP, convocada para adquirir tintas y master para duplicadora.      

2.    Conforme con los antecedentes expuestos, se observa que el asunto materia de controversia propuesto por SISCODE consiste en determinar si la propuesta económica presentada por el postor DUPLICACION se sujetó a las disposiciones contenidas en las Bases Integradas y la normativa que rige la contratación estatal.

3.    De manera preliminar a la dilucidación de la controversia planteada, resulta relevante indicar que el análisis que efectúe este Colegiado no puede soslayar el objeto que persigue la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, que no es otro que las entidades públicas adquieran bienes, servicios y obras en las mejores condiciones posibles, dentro de un marco adecuado que garantice la debida transparencia en el uso de los recursos públicos. 

4.    En este contexto, cabe enfatizar que la Administración Pública se encuentra en la obligación de realizar un análisis concienzudo del costo beneficio de sus decisiones, las mismas que deben darse dentro de un contexto que incida en la plena satisfacción de sus necesidades, en concordancia con un óptimo uso de los recursos públicos, en tiempo oportuno y en plena observancia de los derechos e intereses de los administrados. Abonan en este sentido, entre otros, los Principios de Eficiencia, Transparencia y Economía, contemplados en los numerales 4, 5 y 6 del artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, en adelante La Ley.

5.   Siguiendo la línea de análisis, cabe destacar que, previamente a la emisión del pronunciamiento acerca del fondo del asunto planteado en el recurso de apelación que motiva este pronunciamiento, es necesario realizar un análisis previo respecto de los sistemas de adquisiciones previstos en el Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, que son el de precios unitarios y el de suma alzada.

      La distinción entre los referidos sistemas de contratación tienen su antecedente en el Reglamento Único de Licitaciones y Contratos de Obra Pública (Rulcop), en el que se permitía realizar licitaciones a precios unitarios atendiendo a la complejidad de los proyectos de ingeniería que muchas veces no contienen todas las partidas posibles de ejecutar, siendo imprescindible dejar abierta la posibilidad de modificarlas, incorporar nuevas o desechar las preexistentes por innecesarias y pagar lo efectivamente construido. Sin embargo, la citada norma legal, precisaba que cuando la obra hubiese estado plenamente definida en sus planos y especificaciones técnicas, correspondía contratar por una suma fija, esto es, bajo la modalidad de suma alzada.

      Como puede apreciarse, la diferencia entre ambos sistemas radica en la determinación precisa de la cantidad de prestaciones a ejecutar. En el sistema a precios unitarios, la cantidad de partidas a ejecutar son producto de estimaciones realizadas en la elaboración del proyecto y que, de acuerdo con la naturaleza del hecho técnico, resulta imposible determinarlas con exactitud. Sin embargo, si los planos y las especificaciones técnicas son suficientes para determinar la magnitud real de la obra, la necesidad de establecer  precios unitarios desaparece y debe elegirse el sistema de suma alzada. 

      La distinción mencionada no existía en las normas aplicables a la contratación de bienes y servicios
 antes de la promulgación de la Ley Nº 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, su Reglamento y sus posteriores modificaciones, toda vez que en las adquisiciones de bienes y servicios es posible determinar con precisión la cantidad y calidad de los bienes y servicios que una institución pública requiere.   

      Sin embargo, el vigente Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en su artículo 56, incorporó los sistemas de adquisiciones mencionados, permitiendo su aplicación a la contratación de servicios y obras, así como a la adquisición de bienes, pero haciendo la precisión que cuando las magnitudes y la calidad de la prestación estén totalmente definidas en las especificaciones técnicas y en los términos de referencia, el sistema aplicable es el de suma alzada. Por tanto, debe entenderse que sólo ante el supuesto contrario debe elegirse el sistema de precios unitarios.

      Ahora bien, la delimitación del sistema de adquisiciones no es baladí, como pudiera aparentar, ni su elección por parte de las entidades puede ser arbitraria, sino que ambas actividades deben llevarse a cabo en estricta observancia de los principios que rigen las contrataciones y adquisiciones del Estado, como son los de Economía y Libre Competencia, cuyo propósito es que los procesos de selección sean conducidos con criterios de simplicidad, austeridad y ahorro de recursos, evitando exigencias y formalidades innecesarias; todo ello con la finalidad de fomentar la más amplia concurrencia y participación de postores, lo que, a su vez, redundará en una mejor elección por parte del Estado en lo que atañe a calidad y precio.    

      El sistema de precios unitarios, precisamente, debido a la formalidad de que está investido, tanto en la formulación de la propuesta económica como en su evaluación, está regido por normas que, en último caso, pueden determinar consecuencias diversas frente a errores de mero cálculo, como sucede en la actualidad merced a la modificación introducida al artículo 130 del Reglamento, norma cuyo anterior redacción permitía la corrección de errores de la oferta adjudicataria de la buena pro.

6. En el caso que nos ocupa, el proceso de selección ha sido convocado para adquirir tintas y master para duplicadora de primer uso, no reciclados, para la ejecución de actividades programadas por La Entidad, para lo cual en las Bases se han establecido con precisión la cantidad de bienes, el costo total y el plazo de entrega. 

Asimismo, se han descrito con detalle los requerimientos que se deben cumplir para el abastecimiento del bien solicitado, habiéndose previsto, del mismo modo, su cantidad e identificación, así como el valor referencial total por el objeto del proceso de selección.

7. Como fluye de lo expuesto en el numeral anterior, La Entidad ha determinado la cantidad y calidad de los bienes requeridos para cubrir la necesidad que pretende satisfacer con la convocatoria al proceso de selección que nos ocupa. Por consiguiente, no existe ningún sustento para que el proceso de selección haya sido convocado bajo el sistema de precios unitarios. 

8. En ese sentido, de la verificación de los términos de referencia previstos en las Bases, se colige que el sistema de adquisiciones que correspondía al proceso de selección convocado es el de suma alzada; consecuentemente, sólo debe evaluarse los montos totales de las ofertas económicas presentadas
. Por el mismo motivo, no es de aplicación lo dispuesto en el artículo 130 del Reglamento, en base al cual el Comité Especial debió verificar las operaciones aritméticas de la propuesta que obtuvo el mayor puntaje total. 

9. En línea con lo expresado, debe tenerse en cuenta que la omisión del postor ganador de la Buena Pro a la que hace referencia el postor recurrente no tiene mayor relevancia para los fines que persigue el Estado con la contratación pública, pues la voluntad del postor cuestionado no es ambigua en relación a su oferta, sino más bien firme y seria, considerándose que dicho postor ha presentado su propuesta económica, conforme al formato del Anexo N.° 10 de las Bases, en el cual sólo se observa un cuadro que hace referencia a la descripción del producto, la cantidad y el monto total de dichos bienes, siendo que, además, al consignarse el monto de la totalidad de ítems o del ítem ofertado, se entiende que en éste se encuentran incluidos todos los tributos y costos que inciden en su valor.

10. Por las consideraciones expuestas, debe declararse infundado el recurso de apelación interpuesto por el postor impugnante, porque pese al vicio detectado en las Bases, éste no afecta el resultado final del proceso que nos ocupa, si se tiene en cuenta que todos los participantes han presentado sus ofertas económicas por el monto total del bien solicitado en el ítem materia de cuestionamiento, razón por la cual debe respetarse el resultado determinado por el Comité Especial.

11. Para la solución del presente caso se tiene en cuenta no solamente el mandato del tercer párrafo del artículo 56 del Reglamento, que señala que el sistema de suma alzada es aplicable cuando las magnitudes y calidades de la prestación estén totalmente definidas. También se tiene en cuenta un criterio de razonabilidad y la aplicación del principio de economía. 

      En el caso de procesos de selección para la ejecución de obras convocados por el sistema de precios unitarios es inevitable que deba aplicarse el actual texto del artículo 130 del Reglamento, que obliga a descalificar a un postor cuando en su oferta económica se advierta un error aritmético de la más escasa significación, como un redondeo del tercer decimal que encarecería o abarataría la oferta de un postor en un céntimo. En su oportunidad, este Tribunal, en más de un caso, ha sostenido que dicho sistema privilegia el aspecto formal en desmedro de la economía, lo que ha motivado que ofertas más caras, incluso por sumas ascendentes al millón de nuevos soles, hayan obtenido la buena pro al descalificarse a postores cuyas ofertas contenían un error de nula trascendencia, como el que ha descrito
. En tales ocasiones se sostuvo que las autoridades competentes podrían estudiar la modificación del texto del referido artículo del Reglamento.

12. En el presente caso se trata de la adquisición de bienes, cuyos alcances han sido definidos por La Entidad en su debida oportunidad, la que, sin embargo, eligió el sistema de contratación de precios unitarios. Asimismo, se sostiene que dicho sistema no debe aplicarse a este caso porque es, propiamente, de acuerdo con su naturaleza, uno de suma alzada. De este modo, debe tenerse en cuenta únicamente la suma total ofertada, que al final es la única realmente trascendente porque será la que pagará la entidad pública contratante. En tal sentido, la Buena Pro se adjudica a la oferta que de buena fe resultó ganadora, pues no existe discusión en el aspecto técnico ni el relativo a la calidad de los bienes. Lo contrario sería privilegiar una visión ritualista de la contratación estatal, fomentando la litigiosidad de los procesos de selección. Como se ha señalado in extenso, este es un proceso que, por sus características, técnicamente corresponde aplicarle el sistema de suma alzada. En este caso, la única diferencia que existe entre aplicar un sistema u otro es el efecto de un error aritmético que, aún siendo intrascendente, generaría la descalificación del postor. No existe técnicamente ninguna otra diferencia sustancial.

13. En la misma línea argumental, resulta importante precisar que el régimen de contratación pública no puede ser aplicado sin tener en cuenta sus principios orientadores, tales como el de eficiencia y economía. Además de éstos, la racionalidad aconseja en este caso que el Estado no puede rechazar una oferta que tiene el mismo valor monetario que las demás, sin ningún defecto trascendental o sustancial, originando dilaciones innecesarias que encarecen los costos de transacción del Estado como actor económico.

14. Si bien un error sustancial de las Bases determinaría la nulidad del proceso, en este caso ello no se configura, puesto que no se ha afectado la libre competencia ni el derecho de las partes, razón por la que debe primar la conservación del proceso, al amparo de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley del Procedimiento Administrativo General.

15. De la misma manera, La Entidad ha manifestado que DUPLICACIÓN no cumplió con ofertar el precio unitario por ítem requerido. Sin embargo, en atención a que el presente proceso se rige bajo el sistema de suma alzada, se tiene que, del análisis de su propuesta económica se advierte que consignó la información solicitada en el Anexo N.° 10 de las Bases para tal efecto, como bien se señaló precedentemente. Pese a ello, esto no es causal suficiente para descalificar al postor ganador de la Buena Pro, pues ampararía motivos puramente formalistas, debido que la propuesta es integra, completa y sería, abarcando sustancialmente todos los aspectos requeridos por La Entidad.

16. En ese orden de ideas, pretender descalificar a un postor debido a este motivo, resulta contrario a los principios que rigen el ámbito de las contrataciones y adquisiciones del Estado, como son el de libre competencia pues esto no ayudaría a fomentar la mayor concurrencia de postores, el de eficiencia pues no implicaría un requisito encaminado a obtener un bien con mayor calidad o mejor precio, el de economía y el criterio de razonabilidad que deben observar todas las instancias que intervienen en las contrataciones estatales.
17. Adicionalmente, resulta pertinente indicar que si bien es cierto que la elección del sistema de adquisición y contratación es de entera responsabilidad de cada Entidad, en ejercicio de sus facultades de gestión, y se utiliza para determinar el valor referencial de los procesos de selección, no resulta menos cierto que la citada elección debe efectuarse al amparo de lo dispuesto en el artículo 56 del Reglamento, a efectos de fomentar la más amplia concurrencia de postores y la obtención de las mejores condiciones en calidad y precio para el Estado.

18. Finalmente, con relación a que el Comité Especial obvió consignar en las Bases los topes mínimos y máximos del valor referencial, conforme a lo indicado en la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, cabe señalar que si bien el artículo 54 del Reglamento dispone que en las Bases de los procesos de selección deberá consignarse el valor referencial, indicándose los montos mínimos y máximos admisibles establecidos en el artículo 33 de La Ley, la omisión de dicho órgano de consignar los límites del valor referencial no ha alterado el resultado del proceso, máxime si se tiene en cuenta que las normas legales son de público conocimiento desde su publicación en el diario oficial “El Peruano”.
19. En atención a que el principio de economía que rige el procedimiento administrativo se dirige a evitar la realización de trámites innecesarios, producir actos ya efectuados, retrotraer actuaciones procesales y a propiciar, entre otros, la conservación de actos, que en el caso en concreto, si bien constituye un vicio no haber consignado en las Bases la acotada información, debe tenerse en cuenta que, ello no ha afectado el normal desenvolvimiento del proceso de selección ni la concurrencia de postores.
Por tanto, corresponde asegurar la continuidad del presente proceso, sin perjuicio de comunicar los hechos expuestos precedentemente al Órgano de Control Institucional de La Entidad, a fin de que adopte las medidas pertinentes.
20. Por lo expuesto, al amparo de lo establecido en el numeral 1) del artículo 163 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, el recurso de apelación debe ser declarado infundado y confirmarse el otorgamiento de la Buena Pro del ítem N.° 4 a favor de DUPLICACIÓN.

CONCLUSIÓN:

1. Declarar infundado el recurso de apelación formulado por el postor SISTEMA DE CODIFICACIÓN S.A. (SISCODE S.A.) y, por ende, confirmar el otorgamiento de la Buena Pro del ítem N.° 4 a favor de DUPLICACIÓN, respecto de la Adjudicación Directa Selectiva N.° 017-2007-INEI-CEP, convocada para adquirir tintas y master para duplicadora, por los fundamentos expuestos. 

2. Ejecutar la garantía otorgada por el postor SISTEMA DE CODIFICACIÓN S.A. (SISCODE S.A.) en favor del Consejo de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), para la interposición del recurso de apelación materia de decisión.      

3. Poner en conocimiento del Órgano de Control Institucional de La Entidad los hechos analizados en la presente Resolución, para que en uso de sus atribuciones, adopte las medidas correctivas pertinentes, para que en lo sucesivo no se cometan tales irregularidades.

4. Devolver los antecedentes administrativos a La Entidad, los cuales deberán ser recabados en la mesa de partes del Tribunal dentro del plazo de 30 días calendario de notificada la presente Resolución.

5. Dar por agotada la vía administrativa.

Salvo mejor opinión,

DRA. WINA ISASI BERROSPI

VOCAL

� Las ofertas económicas para el referido ítem de los postores participantes fueron los siguientes:  








Postores�
Monto total


de la propuesta


(S/.)�
�
DUPLICACIÓN S.A.C.�
18 185.44�
�
SISCODE S.A.�
25 979.20�
�
.


� “Reglamento único de adquisiciones para el suministro de bienes y prestaciones de servicios no personales” y el “Reglamento general de las adquisiciones de consultoría”.


� Aprobado mediante Decreto Supremo N.° 084-2004-PCM y modificado por el artículo 1 del Decreto Supremo N.° 028-2007-EF, publicado en el diario oficial El Peruano el 03 de marzo de 2007. 


� Véase entre otros Pronunciamientos emitidos por la Gerencia de Normas y Procesos (Dirección de Operaciones) del CONSUCODE, los siguientes: N.° 024-2007/GNP y N.° 199-2007/DOP.


� Véanse al respecto las resoluciones N.° 285 y N.° 286/2006.TC-SU, ambas de fecha 05 de mayo de 2006.
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